SENTENCIA TUTELA SEGUNDA INSTANCIA N°12
RADICACIÓN:   660013109007201600004-01                                                    ACCIONANTE: DIANA ELIZABETH CARDONA U.

SE MODIFICA

INCAPACIDADES SUPERIORES A 540 DÍAS/ Competencia y trámite para su reconocimiento/ Procede su concesión por vía de tutela cuando esas prestaciones constituyen el único ingreso del trabajador

“(…) en este diligenciamiento se avizora que por encontrarse la señora DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO en una situación de debilidad manifiesta, en tanto desde el mes de junio de 2014 se halla incapacitada (…) y por ende las sumas que recibe por tal concepto son las únicas con las que cuenta para su subsistencia, de abstenerse COLPENSIONES a realizar su pago se le generaría un perjuicio irremediable (…)
(…) se deberán sufragar hasta tanto exista un dictamen definitivo por parte de la Junta de Calificación de Invalidez superior al 50% que permita consolidar el derecho a la pensión por tal motivo. De ser dicho porcentaje inferior y de haberse emitido concepto favorable de recuperación, le correspondería el reintegro a las labores que desempeñaba o la reubicación a un cargo de igual o mayor jerarquía al que tenía. Pero no obstante, si pese a no alcanzarle tal promedio para pedir su pensión y aun así se le conceden más incapacidades, deberá COLPENSIONES continuar con el pago de dichos beneficios hasta que se presente una nueva valoración con la cual la quejosa pueda afianzar su derecho prestacional o se emita evaluación de rehabilitación favorable por el médico tratante que le permita reintegrarse a sus actividades laborales. 

Así mismo y aunque FUNDALIMENTOS fue desvinculado de esta acción constitucional, con ocasión de la información reportada por COLPENSIONES en su recurso, en el sentido que no les han sido arrimadas las incapacidades de noviembre y diciembre de 2015, se requerirá a dicha empresa para que, de no haberlo hecho, haga llegar a la mayor brevedad posible tales documentos a COLPENSIONES, así como aquellas que con posterioridad a tales fechas tenga en su poder,  los  cuales servirán de soporte a la Administradora para disponer su respectivo pago (…)”
Corte Constitucional, sentencias T-212 y T-498 de 2010 y T-004 de 2014. 
                       REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
                                     RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (09) de marzo de dos mil dieciséis (2016).
                                                         
Acta de Aprobación No. 205
                                            Hora: 7:10 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Vicepresidente Jurídico y Secretaria General de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción instaurada por la señora DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora DIANA ELIZABETH, se pueden sintetizar así: (i) laboraba como madre comunitaria y en junio 8 de 2014 sufrió un accidente de tránsito y desde esa época ha estado impedida; (ii) está afiliada a Saludcoop donde se le prestan sus servicios médicos y la empresa para la cual trabaja -FUNDALIMENTOS- le canceló sus salarios hasta noviembre 4 de 2015 al informarle que por llevar incapacitada más de 506 días le debían suspender los pagos y sería COLPENSIONES la encargada de sufragarlos; es decir, que las incapacidades posteriores debía tramitarlas directamente ante dicha administradora; (iii) FUNDALIMENTOS aduce que ellos radicaron las incapacidades anteriores a la fecha y no ha sido desembolsado el dinero, aunque se presentó petición en agosto de 2015 ante COLPENSIONES; (iv) si bien recibe atención médica, con la suspensión de su sueldo ve en peligro la continuidad en la prestación de sus servicios de salud; (v) FUNDALIMENTOS le notificó que debía reembolsar los pagos en salud y pensiones a partir de noviembre de 2015 pero sin sueldo no cuenta con los medios para solventar sus gastos de manutención, por lo cual se le vulnera su mínimo vital; y (vi) a la fecha no ha iniciado trámite alguno ante COLPENSIONES porque FUNDALIMENTOS le informó que ellos hacían dichas reclamaciones.

Pide se le protejan sus derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, vida, integridad personal e igualdad y en consecuencia, se ordene: (i) que FUNDALIMENTOS le pague las incapacidades hasta que COLPENSIONES le certifique el porcentaje de pérdida de capacidad laboral; (ii) le cancelen los beneficios dejados de percibir en los meses de noviembre y diciembre de 2015, y las causadas en lo sucesivo; y (iii) se le sufrague el salario a que tiene derecho por estar imposibilitada para trabajar.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez se avocó el conocimiento de la acción constitucional, la juez de primera instancia corrió traslado de la misma a los Gerentes Nacional y Regional de COLPENSIONES, de SALUDCOOP -ahora CAFESALUD- y al de FUNDALIMENTOS, quienes guardaron silencio dentro del término de ley, aunque con posterioridad al fallo se allegó respuesta de COLPENSIONES, que por obvias razones no fue tenida en cuenta por la a quo.
3.2.- Culminado el plazo constitucional la juez de primer nivel amparó los derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana e igualdad en favor de la señora DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO y le ordenó a COLPENSIONES, por medio de sus Gerentes Nacional, Regional y de Reconocimiento que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación procedan a reconocer y desembolsar el pago correspondiente a las incapacidades expedidas por la EPS desde noviembre 5 de 2015 hasta la fecha –de la sentencia, febrero 2 de 2016- y las que de manera continua sean dispuestas por el médico tratante, a la vez que desvinculó del trámite a CAFESALUD EPS y FUNDALIMENTOS.

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno la Vicepresidente Jurídica y Secretaria General (e) de COLPENSIONES, expuso su inconformidad con la determinación adoptada al considerar: (i) la accionante solo ha presentado petición de pago de incapacidades en agosto 28 de 2015 bajo radicado 2015_6556272, por medio del cual solicitó el reconocimiento de los períodos comprendidos entre abril 09 de 2015 al julio 07 de 2015, que fueron aceptados y pagados en la Resolución 457 de 2015; (ii) a la fecha no se poseen documentos que certifiquen las incapacidades posteriores a julio de 2015, que se hacen necesarios para proceder a su validación; (iii) Según el artículo 142 del Decreto 012 de 2012, COLPENSIONES solo está obligada a cancelar los subsidios de origen común siguientes al día 180 y hasta el día 540, y reconoce máximo 360 días de incapacidades siempre y cuando se obtenga concepto favorable de recuperación, lo que conlleva a que el trámite de calificación de la pérdida de capacidad laboral sea postergado hasta 360 días o se reconozca auxilio hasta la fecha de la calificación en primera oportunidad por COLPENSIONES; (iv) no se encuentra dentro de sus obligaciones legales el sufragar los beneficios solicitados, en razón a que con posterioridad al máximo de las incapacidades que tiene el deber legal de pagar el fondo pensional, el procedimiento a seguir es la evaluación de detrimento de capacidad laboral y no una prolongación indefinida de la cancelación de ayudas económicas; y (v) no es competencia del juez constitucional realizar un análisis de fondo de la inconformidad de la accionante pues su pretensión es la retribución de auxilios que superan los parámetros legales, además cuando se pretende sean reconocidos derechos que son de conocimiento del juez ordinario.
Solicita se revoque la orden de tutela y se les libere de la obligación del pago de incapacidades a las cuales la actora no tiene derecho conforme la normativa vigente y en su lugar se declare la improcedencia de la acción constitucional.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad, según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto tuteló los derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana e igualdad de la accionante DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la entidad recurrente.

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso lo pretendido por la actora es el amparo de sus derechos al mínimo vital, dignidad humana e igualdad, los cuales considera vulnerados por parte de COLPENSIONES, toda vez que dicha entidad desde el mes de noviembre de 2015 se ha negado a sufragar las incapacidades médicas que le han sido otorgadas y derivadas del accidente de tránsito que le causó una enfermedad de origen común.

Como se avizora la pretensión de la actora va encaminada a que se le concedan unas prestaciones económicas a las que en su sentir le asisten, pero conforme así lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional, la tutela es un mecanismo especial y transitorio que propende por el aseguramiento ágil de las garantías constitucionales, y en tal sentido, en principio no está llamada a prosperar cuando se trata de obtener el reconocimiento de un derecho prestacional. No obstante, el juez puede hacer excepciones al observar que está frente al posible quebrantamiento de prerrogativas fundamentales y se demuestren condiciones tales como:

“[…] (i) que sea presentada para evitar un perjuicio irremediable, (ii) que la falta de reconocimiento de una prestación social vulnere algún derecho fundamental como la vida, la dignidad humana o el mínimo vital y que (iii) la negativa del reconocimiento se origine en actuaciones que por su contradicción con los preceptos legales y constitucionales desvirtúen la presunción de legalidad de las actuaciones de la administración pública o sea evidentemente arbitraria en caso de que sea un particular quien preste este servicio público.

Dentro de las prestaciones sociales se encuentra el reconocimiento y pago de incapacidades. Dicha prestación económica le es reconocida a los afiliados que han tenido una pérdida de capacidad temporal y, en consecuencia, no pueden desarrollar su oficio habitual.

La incapacidad puede ser generada por enfermedad común, o profesional o por un accidente laboral, en el primer caso, le corresponde asumir dicho pago a las Entidades Promotoras de Salud (EPS), en los dos últimos, a las Administradoras de Riesgos Profesionales (ARP).

Esta Corporación, en reiterada jurisprudencia ha establecido que si bien, el pago de incapacidades es un derecho económico, la ausencia de su reconocimiento puede involucrar la vulneración de derechos fundamentales, sobre todo, cuando dicho pago constituye, para el afiliado, la única fuente de recursos indispensables para atender las necesidades básicas, personales y familiares. 

Entonces, siguiendo lo anterior, en los eventos en que la negativa de las EPS o las ARP, para reconocer y pagar las incapacidades otorgadas en virtud de una enfermedad común, profesional o accidente de trabajo, vulneren el mínimo vital del afiliado, la acción de tutela resulta procedente.” 

Así mismo y respecto a la procedencia excepcional de la acción constitucional  para exigir garantías económicas laborales, en sentencia T-212 de 2010 la Alta Corporación precisó lo siguiente:

“4. Esta Corporación ha reconocido en reiterada jurisprudencia, que corresponde a la jurisdicción ordinaria, mediante el ejercicio de la acción ordinaria laboral respectiva, la competencia para dirimir controversias relativas a la reclamación de acreencias de orden laboral, tal como se encuentra contemplado en el Código Procesal del Trabajo. 

 

5. Sin embargo, cuando el no pago de las acreencias laborales vulnera o amenaza los derechos fundamentales como la vida digna, el mínimo vital, la seguridad social, y/o la subsistencia, la tutela procede por vía de excepción, para la reclamación de aquellas prestaciones que constituyan la única fuente de sustento o recursos económicos que permiten sufragar las necesidades básicas, personales y familiares de la persona afectada.
 

6. Bajo esta línea argumentativa, en materia de incapacidades por enfermedad debidamente certificada, la Corte en la Sentencia T-311 de 1996, manifestó:

 

“El pago de incapacidades laborales sustituye al salario durante el tiempo en que el trabajador permanece retirado de sus labores por enfermedad debidamente certificada, según las disposiciones legales. No solamente se constituye en una forma de remuneración del trabajo sino en garantía para la salud del trabajador, quien podrá recuperarse satisfactoriamente, como lo exige su dignidad humana, sin tener que preocuparse por reincorporarse de manera anticipada a sus actividades habituales con el objeto de ganar, por días laborados, su sustento y el de su familia”.

 

[…]” 
En este asunto se observa que la señora CARDONA URREGO sufrió un accidente de tránsito en junio 8 de 2014 y desde esa época se le han otorgado incapacidades, mismas que conforme lo expresado por la accionante, han sido canceladas de manera directa por parte de la empresa FUNDALIMENTOS, las cuales inclusive superaron los primeros 180 días inclusive, en tanto se extendieron hasta el día 506, por lo cual a partir de noviembre 5 de 2015 se le informó que dicha empresa le suspendería el pago que le realizaba y a partir de allí la entidad encargada de dichas prestaciones lo sería COLPENSIONES.

El artículo 121 de Decreto 019 de 2012, establece que:

 “el trámite para el reconocimiento de incapacidades por enfermedad general y licencias de maternidad o paternidad a cargo del Sistema General de Seguridad Social en Salud, deberá ser adelantado, de manera directa, por el empleador ante las entidades promotoras de salud, EPS. En consecuencia, en ningún caso puede ser trasladado al afiliado el trámite para la obtención de dicho reconocimiento. Para efectos laborales, será obligación de los afiliados informar al empleador sobre la expedición de una incapacidad o licencia.” 

Igualmente, el canon 142 de la misma norma, en lo relativo al reconocimiento de la pensión de invalidez, dispone lo siguiente:

“Para los casos de accidente o enfermedad común en los cuales exista concepto favorable de rehabilitación de la Entidad Promotora de Salud, la Administradora de Fondos de Pensiones postergará el trámite de calificación de Invalidez hasta por un término máximo de trescientos sesenta (360) días calendario adicionales a los primeros ciento ochenta (180) días de incapacidad temporal reconocida por la Entidad Promotora de Salud, evento en el cual, con cargo al seguro previsional (sic) de invalidez y sobrevivencia o de la entidad de previsión social correspondiente que lo hubiere expedido, la Administradora de Fondos de Pensiones otorgará un subsidio equivalente a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador”.
Por fuera de lo anterior y como bien lo indicó la accionante, el Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia ha referido que las incapacidades que se causen a partir del día 181 corren por cuenta de las administradoras de pensiones hasta por 360 días adicionales, pero también es claro que la misma Corte ha referido que cuando se evidencia que la única fuente de ingreso del trabajador enfermo lo constituye el pago de las beneficios que suplen el salario, procede su protección, pese a que éstas sean superiores a los 540 días, véase:

“5.2.1. Si bien la legislación nacional omitió una regulación específica respecto a radicar en cabeza de alguna de las entidades del Sistema de Seguridad Social la obligación de pagar las incapacidades generadas después del día 540, este déficit normativo no puede constituirse en una forma de vulnerar los derechos fundamentales que se resguardan con el pago de la incapacidad, sobre todo tratándose de una persona cuyo salario mínimo es el único sustento para vivir en condiciones de dignidad. 
 

5.3. Así las cosas, en virtud de lo establecido en las consideraciones de esta providencia la Sala considera que en cabeza del empleador persiste la obligación, si en el caso concreto existiera concepto favorable de rehabilitación de, una vez superado el estado de incapacidad, reintegrar al trabajador a su puesto habitual de trabajo o a uno similar según sus aptitudes y capacidades; además debe seguir realizando en su favor del trabajador y la protección especial a que su relación laboral no sea terminada sin que medie el procedimiento adecuado y previo concepto del Ministerio de la Protección social.
5.4. Sin embargo, con el fin de proteger de manera provisional y transitoria a qué entidad le corresponde y está obligada a responder por las incapacidades laborales mientras se define la situación pensional del actor y conjurar la vulneración a su mínimo vital; como lo estableció la sentencia T-404 de 2010 que determinó provisionalmente a cuál entidad del Sistema General de Seguridad Social le correspondía el pago de incapacidades laborales del trabajador dependiente, sin hacerlo de manera caprichosa o irrazonable, pues “mientras se decide lo correspondiente al derecho del accionante a recibir la pensión de invalidez, debe ser también el Fondo de Pensiones al cual se encuentre afiliado el trabajador[35] quien corra con las incapacidades laborales, aunque se hayan causado después de ciento ochenta (180) días de incapacidad”, en cumplimiento del principio de solidaridad y con el fin de resguardar los derechos fundamentales de una persona en condiciones de debilidad manifiesta.
 5.5. Por ende, como el señor Luis Quiroga tiene derecho a que se le cancelen las incapacidades causadas después del día 540 de incapacidad éstas deberán ser cubiertas por el Fondo de Pensiones al cual se encuentra afiliado el trabajador. Mientras que el trabajador deberá seguir realizando los aportes al Sistema de Seguridad Social y las EPS Saludcoop deberá seguir brindando una atención integral en su estado de salud. 

[…]
Se ampara el derecho fundamental al mínimo vital de una persona a la cual le han proferido incapacidades laborales por más de 540 días cuando la EPS, ni el fondo administrador de pensiones haya pagado oportunamente las incapacidades prescritas ni realizado los trámites para reconocer y pagar la pensión de invalidez, porque se genera una vulneración al derecho al mínimo vital pues el no pago de las prestaciones económicas que surge como consecuencia de las incapacidades genera una presunción de afectación a dicho derecho, en la medida en que es la única fuente de ingreso del trabajador y su núcleo familiar, pues sustituye su salario mínimo que recibía como trabajador.” 

Tal posición igualmente fue reiterada por la Corte Constitucional en reciente decisión, donde además se expresó que:

“Como se dijo en el acápite anterior, la responsabilidad en el pago de las incapacidades de origen común está dada de la siguiente manera: el pago de los tres (3) primeros días de incapacidad se encuentra en cabeza del empleador, a partir del día cuatro (4) al ciento ochenta (180) es responsabilidad de la E.P.S., y en adelante corresponde al Fondo de Pensiones al que se encuentre afiliado el trabajador. 

 

Ahora bien, si nos referimos al último caso en que las incapacidades superan los 180 días, la jurisprudencia de esta Corporación ha identificado varias hipótesis a saber: i) que el trabajador sea calificado con pérdida de capacidad laboral de menos del 50% o, ii) que la disminución de la capacidad sea igual o superior al 50%. En el primer escenario, corresponde el reintegro del trabajador a las labores que desempeñaba o la reubicación a un cargo de igual o de superior jerarquía al que venía desempeñando, en este caso el vínculo laboral solo puede ser terminado mediante permiso del Ministerio del Trabajo. Por otro lado, si el  porcentaje de disminución de la capacidad laboral no alcanza para solicitar la pensión de invalidez pero se siguen expidiendo incapacidades, será el fondo de pensiones el encargado de realizar el pago de las mismas hasta tanto no se presente una nueva valoración de invalidez que permita consolidar el derecho pensional o se emita un concepto de rehabilitación favorable por parte del médico tratante que permita al trabajador reintegrarse a sus actividades de índole laboral. 

 

3.5.8. De igual manera, la Corte ha interpretado el vacío legal en materia del pago de incapacidades que superan los 540 días. Sobre el particular, la jurisprudencia ha expuesto que la obligación se encuentra en cabeza del fondo de pensiones.[…]” 

En este asunto y de acuerdo con las pruebas allegadas, se observa que la EPS SALUDCOOP -hoy CAFESALUD-, le otorgó a la señora DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO incapacidades continuas desde junio 24 de 2014 hasta noviembre 4 de 2015, para un total de 496 días; además, de conformidad con lo expresado por la actora, por parte de la empresa para la cual laboraba se le canceló en debida forma su salario hasta esa fecha, por cuanto a partir de allí el encargado de sufragar sus prestaciones sería COLPENSIONES. No obstante, se vislumbra igualmente que FUNDALIMENTOS le expresó que seguiría con los pagos de los aportes a la seguridad social, así como el de sus asistencias sociales.

Según reporta la quejosa, la empresa radicó ante COLPENSIONES en agosto de 2015 una petición para el pago de las incapacidades causadas -aunque de ello no se aportó soporte alguno en el dossier- pero la Vicepresidente Jurídica de dicha entidad refirió en la impugnación que a tal solicitud ya se le había dado respuesta, en tanto por Resolución 00457 de noviembre 12 de 2015 se le reconoció a la señora DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO la cancelación de los auxilios correspondientes a los períodos comprendidos entre abril 9 y julio 7 de 2015. Lo anterior pese a que lo reclamado por la actora eran los auxilios generados en los meses de noviembre y diciembre de 2015 y aquellos que se causaran hacia el futuro.
Y frente a éstas la recurrente igualmente es clara en indicar que las prestaciones reclamadas fueron aquellas ya ordenadas, por cuanto no existe ninguna otra petición a favor de la accionante. Todo lo cual nos permite predicar que aunque la quejosa indicó que FUNDALIMENTOS adelantó los trámites ante COLPENSIONES para el reconocimiento de dichos beneficios, tal circunstancia al parecer no se ha efectuado.
Ahora bien, aunque COLPENSIONES predica que no le es dable reconocer el pago de las incapacidades que con posterioridad a los 540 días se le han otorgado a la señora DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO, en tanto ese es el límite que por disposición legal y constitucional se ha fijado, como vimos con antelación, la Corte Constitucional ante el vacío legal al respecto, ha considerado viable su concesión cuando se trata de salvaguardar la garantía al mínimo vital de un trabajador enfermo, cuyo único ingreso económico son los auxilios que reemplazan los emolumentos que ha dejado de devengar a raíz de sus dolencias.
De lo arrimado, se evidencia que la señora DIANA ELIZABETH CARDONA laboraba con dicha empresa como madre comunitaria y para tal efecto recibía el salario mínimo legal, con lo cual solventaba su subsistencia y a raíz del accidente de tránsito sufrido, tal ingreso fue sustituido por el pago de las incapacidades que desde junio de 2014 le fueron sufragadas hasta noviembre 4 de 2015, cuando se le reconoció por parte de dicha compañía su último sueldo.

Si bien para la recurrente el amparo reclamado no resulta procedente por cuanto en efecto existe el procedimiento ordinario -laboral- para dirimir conflictos como el planteado por la actora, y aunque la acción de tutela no está llamada a prosperar cuando se tienen otros medios de defensa, a menos que se utilice de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable, como así lo ha decantado la jurisprudencia
, en este diligenciamiento se avizora que por encontrarse la señora DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO en una situación de debilidad manifiesta, en tanto desde el mes de junio de 2014 se halla  incapacitada -lo que está acreditado en este trámite-
, y por ende las sumas que recibe por tal concepto son las únicas con las que cuenta para su subsistencia, de abstenerse COLPENSIONES a realizar su pago se le generaría un perjuicio irremediable, con mayor razón cuando –según se desprende de lo arrimado al trámite de tutela- al parecer a la señora DIANA ELIZABETH aún no se le ha realizado el dictamen para determinar la pérdida de su capacidad laboral y por ende no se ha establecido el porcentaje de su disminución laboral.

Así las cosas, la Sala acompañará la decisión adoptada por la a quo, pero la modificará en el sentido que será la Gerencia Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES la encargada de disponer y ordenar la cancelación a favor de la señora DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO de las incapacidades causadas durante los meses de noviembre y diciembre de 2015, así como aquellas que le otorgue el médico tratante en adelante -en la medida en que éstas les sean solicitadas- y que se deberán sufragar hasta tanto exista un dictamen definitivo por parte de la Junta de Calificación de Invalidez superior al 50% que permita consolidar el derecho a la pensión por tal motivo. De ser dicho porcentaje inferior y de haberse emitido concepto favorable de recuperación, le correspondería el reintegro a las labores que desempeñaba o la reubicación a un cargo de igual o mayor jerarquía al que tenía. Pero no obstante, si pese a no alcanzarle tal promedio para pedir su pensión y aun así se le conceden más incapacidades, deberá COLPENSIONES continuar con el pago de dichos beneficios hasta que se presente una nueva valoración con la cual la quejosa pueda afianzar su derecho prestacional o se emita evaluación de rehabilitación favorable por el médico tratante que le permita reintegrarse a sus actividades laborales. 

Así mismo y aunque FUNDALIMENTOS fue desvinculado de esta acción constitucional, con ocasión de la información reportada por COLPENSIONES en su recurso, en el sentido que no les han sido arrimadas las incapacidades de noviembre y diciembre de 2015, se requerirá a dicha empresa para que, de no haberlo hecho, haga llegar a la mayor brevedad posible tales documentos a COLPENSIONES, así como aquellas que con posterioridad a tales fechas tenga en su poder, los cuales servirán de soporte a la Administradora para disponer su respectivo pago a la señora DIANA ELIZABETH.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE MODIFICA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento, en el sentido de disponer que el pago de las incapacidades a favor de la señora DIANA ELIZABETH CARDONA URREGO deberán ser ordenadas por la Gerencia Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES, en la medida en que le sean solicitadas, y deberá sufragarlas hasta tanto exista un dictamen definitivo por parte de la Junta de Calificación de Invalidez superior al 50% que le permita a la afectada consolidar el derecho a la pensión por invalidez. De ser dicho porcentaje inferior y de haberse emitido concepto favorable de recuperación, le correspondería el reintegro a las labores que desempeñaba o la reubicación a un cargo de igual o mayor jerarquía al que tenía. Así mismo, si el promedio otorgado no le alcanza para pedir su pensión de enfermedad y aun así se le conceden más incapacidades, deberá COLPENSIONES continuar con el pago de éstas hasta que se presente una nueva valoración con la cual la señora CARDONA URREGO pueda obtener su prestación o se emita evaluación de rehabilitación favorable que permita su reintegro a las actividades laborales. 

SEGUNDO: SE REQUIERE al Gerente de la empresa FUNDALIMENTOS, para que de no haberlo hecho, haga llegar a COLPENSIONES las incapacidades concedidas a la señora DIANA ELIZABETH CARDONA por los meses de noviembre y diciembre de 2015, así como aquellas posteriores que aun estén en su poder y que son requeridas para que la entidad proceda a su respectivo reconocimiento. 

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Corte Constitucional, Sentencia T-498 de 2010.


� Corte Constitucional, Sentencia T-004 de 2014.


� Corte Constitucional, Sentencia T-097 de 2015.


� T-348 de 2008. 


� Ver folio 9 Cdno. Principal, listado de incapacidades otorgadas por Saludcoop.
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